CAUSA Nº 11834 CCALP “BAZAN CESAR OSVALDO Y OTRO/A C/ DIRECCION GENERAL DE CULTURA Y EDUCACION S/ PRETENSION ANULATORIA”

En la ciudad de La Plata, a los veinticinco días del mes de Octubre del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “BAZAN CESAR OSVALDO Y OTRO/A C/ DIRECCION GENERAL DE CULTURA Y EDUCACION S/ PRETENSION ANULATORIA”, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Departamento Judicial La Plata (expte. Nº -13914-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Claudia Angélica Matilde Milanta, Gustavo Juan De Santis y Gustavo Daniel Spacarotel.

A N T E C E D E N T E S 

1. Contra la sentencia que hace lugar a la pretensión de los actores (fs. 89/102 vta.), se alza la parte demandada e interpone recurso de apelación (fs. 106/112 vta.).

2. Sustanciado el recurso (fs. 113 y contestación del memorial de fs. 114/121), elevada la causa al tribunal, declarada la admisibilidad de la impugnación (conf. res. de esta Cámara de fs. 127/127 vta.) y dictada la providencia de autos, corresponde plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Es fundado el recurso de apelación deducido? En su caso: ¿qué pronunciamiento procede dictar?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

I- El juez a-quo dicta sentencia por la que resuelve hacer lugar a la acción contencioso administrativa promovida por César Osvaldo Bazán y Alberto Sarti, declarando la nulidad de las Resoluciones Nº 3022 del 19-IX-2006 y Nº 2148 del 19-VII-2007, ordenando al organismo demandado a que, dentro del plazo de sesenta días (art. 163, Const. Prov.) efectúe el pago a los actores de la diferencia resultante de la liquidación abonada, a “valores actualizados”, conforme a los índices de precios al consumidor –nivel general- que publica el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, con más los intereses que paga el Banco de la Provincia de Buenos aires en las operaciones de depósito a 30 días. Asimismo, declara la inconstitucionalidad de la reforma introducida mediante ley 13.101 al art. 51 del CCA y las impone a la demandada en calidad de vencida, postergando la regulación de honorarios.

Para así decidir, destaca en primer término los antecedentes del caso.

En tal sentido, puntualiza que los demandantes promueven la acción a fin de obtener, con la anulación de los actos administrativos impugnados, el pago de la actualización de los salarios caídos originados en la suspensión preventiva dispuesta en el sumario tramitado en su contra, que se extendió desde 1992 hasta 2002 y se extinguió por prescripción de la acción disciplinaria, los que fueron abonados el 20-I-2006 a valores históricos. Consideran, por el contrario, que existe, entre lo entregado y cuanto les corresponde percibir, una diferencia en su favor de $ 70.144,62 (para Bazán) y de $ 159.174,33 (para Sarti).

Destaca luego el iudex que la demandada reconoce que las liquidaciones efectuadas a los actores fueron practicadas tomando como base el líquido de los importes históricos del período acordado más los intereses y, por otra parte, argumenta sobre la improcedencia de actualizar la deuda en tanto lo prohíbe la ley 25.561, además de invocar lo dispuesto por el art. 98 de la ley 10.430 en sustento de la legitimidad del obrar administrativo.

El a-quo entiende que la prohibición de actualizar contenida en las leyes 23.928 y 25.561 no se aviene con los hechos del caso, atento a la elevada inflación que se verifica en la Argentina durante los últimos años, circunstancia que obliga hallar una solución que se ajuste al principio de equidad.

Luego de pasar revista a distintos fallos acerca del tema de la inflación y sus nocivos efectos en la economía, como del principio de integridad del pago, estima que deviene irrazonable que los sectores más vulnerables se encuentren desguarnecidos frente al envilecimiento de la moneda, extendiéndose sobre referencias doctrinarias al respecto.

A continuación recuerda la gravedad institucional que implica la declaración de inconstitucionalidad y que en mérito de ello en otros antecedentes se había encontrado como salida –evitando dicha descalificación- el pago de la deuda conforme la escala salarial vigente, criterio que no prosperó en instancia de alzada.

En consecuencia, decide efectuar la declaración de inconstitucionalidad de los arts. 7, 10 y concs., de la ley 25.561 por resultar violatorios de la Constitución Nacional, ordenando liquidar a los actores, en base a importes actuales (conforme índice de precios al consumidor nivel general que publica el INDEC), los salarios caídos, abonándoseles las diferencias con lo ya percibido y juzgando contraria a derecho la negativa de la administración (arts. 10, 31 y 36, Const. Prov.).

En relación a las costas procesales, declara la invalidez constitucional del art. 51 del CCA y las impone a la demandada, en su condición de vencida.

2. Contra la sentencia de grado se alza la Fiscalía de Estado, expresando los siguientes agravios.

En primer término, plantea la improcedencia de declarar la inconstitucionalidad de la ley 25.561, borrando la pauta que la legislación especial prescribe para el cálculo del crédito reclamado en autos (art. 98, ley 10.430 y decreto 4161/96) y apartándose de la jurisprudencia en torno a los requisitos para producir tal descalificación de oficio.

Señala en tal sentido que frente al cuestión central debatida y las claras respuestas que al respecto han dado los tribunales, la decisión recurrida aparece como incausada e irrazonable y la pretensión de actualización, improcedente, en virtud de la prohibición establecida por la ley 23.928 y 25.561.

Invoca fallos de la Suprema Corte local y de la Corte Suprema Nacional en sustento de la posición que sostiene, en cuanto a la vigencia de la interdicción legal, abundando sobre los criterios plasmados en esos antecedentes que demuestran, según aduce, en forma clara, que la declaración que la sentencia efectúa carece de los fundamentos necesarios para mantenerse viva.

Embate seguidamente el pronunciamiento sobre las costas con un extenso desarrollo, también apoyado en doctrina de distintos órganos judiciales.

3. Contesta el memorial de agravios la parte actora y sostiene que el recurso no se encuentra fundado, explayándose acerca de los diferentes tópicos planteados por la apelante y sobre la defensa de la sentencia, con especial despliegue de argumentos relativos a los derechos y garantías constitucionales.

4. Habiendo sido declarado admisible el recurso de apelación deducido por la parte demandada, corresponde tratar sus fundamentos.

II- Varios motivos me persuaden de la razón que asiste al apelante.

1. Como preliminar aclaración, que es destacada por los actores en el responde de los agravios a fin de neutralizarlos y en respaldo de la sentencia (fs. 114/114 vta.), pero que, por el contrario, encuentro como una fisura en ella, advierto que el argumento central que el judicante despliega para dar cabida al progreso de la pretensión actora –inconstitucionalidad de los arts. 7, 10 y concs., de la ley 25.561- conforma la motivación (considerando 4.1.) mas no se traduce en algún pronunciamiento en el fallo.

Esta carencia es la primera observación que merece la sentencia y que la exhibe en desarreglo con los principios de congruencia y autosuficiencia –que, como es sabido, se proyectan en el ejercicio del derecho de defensa- pues acoge la petición anulatoria de los actos administrativos que rechazaron la actualización, sobre la base de la invalidez de la citada preceptiva legal, sin correlacionar ese fundamento con la resolución que contiene su parte dispositiva (arts. 163 inc. 6º, CPCC y 77, CCA; doc. arts. 18, Const. Nac.; 15 y 168, Const. Prov.).

2. En segundo lugar, la tacha así efectuada no fue materia de la pretensión, la que no se integra con la impugnación constitucional de las leyes que obstan a la actualización solicitada en la demanda (v. fs. 6/13 vta., arts. 12, 27 y 50, CCA).

Al respecto, acierta la demandada al cuestionar la decisión de oficio que no se condice con los criterios vigentes de cuño jurisprudencial, tanto en lo relativo al abordaje sin pedido de parte de la cuestión cuanto al modo en que se lo decide en el fondo (conf. fojas 107 vta. y sgts. de la expresión de agravios).

En efecto, tal como puntualiza la recurrente, de acuerdo a la doctrina legal de la Suprema Corte –que en ello se fundamenta, a su vez, en la del máximo tribunal nacional- no se conforma en autos la excepcional situación que justificaría un pronunciamiento de ese carácter -considerado de suma gravedad y la última ratio del orden jurídico- sin postulación de parte interesada, reservada al supuesto en que la norma hubiese sido inequívocamente reputada inconstitucional por los supremos órganos judiciales.

Acorde con las pautas pretorianas invocadas, si bien el control de constitucionalidad constituye una cuestión de derecho que, en cuanto tal, puede ser resuelta por el juez mediante la facultad de suplir el derecho no invocado por las partes (iura novit curia), principio que incluye el deber de mantener la supremacía de la Constitución, procede la declaración de oficio de inconstitucionalidad de una norma cuando su contenido ha sido concluyentemente descalificado por su contrariedad con la Constitución Nacional por la Corte Federal o cuando se trata de una norma que, siguiendo los lineamientos que para casos análogos sentara el Alto Tribunal, fue declarada inconstitucional por la Suprema Corte. En que la judicatura se encuentra habilitada para decretar de oficio la inconstitucionalidad de la normativa aplicable al caso en juzgamiento en tanto y en cuanto haya sido previamente declarada inconstitucional por ese Alto Tribunal (conf. resulta de los votos concs., SCBA causas L 92731 “Martínez, Inés”, sent. del 1-12-2010; L 99991, “Duhalde” sent. del 31-8-2011 y sus citas, entre muchas). 

Cabe recordar que, de acuerdo a similar postura que viene sosteniendo esta Cámara, el ingreso y decisión de una cuestión constitucional sin petición de parte, se halla abonada ante aspectos inherentes a la competencia, el debido proceso o el ejercicio de la función judicial plena, o situaciones excepcionales que pudiesen gravitar en forma negativa e irreparable en la defensa de las partes ante la incontrastable pugna constitucional (doc. CCALP de las causa Nº 1481, “Ribelli”, res. del 28-VI-05 y Nº 688, “Fisco c/Aldimar S.A.I.C. y M.”, sent. del 11-V-05, entre otras), circunstancias –todas las expresadas- que no se dan el sub-judice.

La parte actora en estos autos, no estuvo privada de articular el pedimento suscitando el test de validez de la norma sustantiva, como tampoco se trata de una previsión que hubiese resultado descalificada por los altos tribunales.

Bajo esas condiciones, entiendo que la función judicial desplegada en la materia excede los contornos del debate, pues si bien el control de constitucionalidad de las normas se halla reservado al Poder Judicial y no pueda sufrir mengua ni aniquilamiento por las reglamentaciones instrumentales (art. 31, Const. Nac., y art. 57, Const. Prov.), también es imperativo de orden superior que el juzgamiento de casos, causas y controversias debe realizarse con arreglo a las leyes procesales y al debido proceso, de conformidad a las pretensiones formuladas por las partes y resguardando el principio de congruencia (doc. arts. 15, 168 y concs., Const. Prov.; art. 18, Const. Nac.; arts. 34 inc. 4º “in fine” CPCC -doc. art. 163 inc. 6º del mismo Código y art. 161 inc. 2º-; art. 77, CCA). 

3. En línea con ello y además de tales consideraciones, la posición que adopta la sentencia se contrapone al criterio que los máximos tribunales vienen sosteniendo en el fondo del asunto, acerca de la improcedencia de cualquier mecanismo que importe repotenciación o indexación, prohibidas por las referidas leyes.

La Suprema Corte ha declarado la validez constitucional de los arts. 7 y 10 de la ley 23.928 (texto según ley 25.561), ratificando la derogación, a partir del 1° de abril de 1991, de todas las normas legales o reglamentarias que establezcan o autoricen la indexación por precios, actualización monetaria, variación de costos o cualquier otra forma de repotenciación de deudas, impuestos, precios o tarifas, de los bienes, obras y servicios (v. entre muchas, causa L 105189, “Portillo”, sent. del 7-9-2011).

Se ha expedido ese mismo tribunal en el sentido que la ley 23.928 constituye una decisión clara y terminante del Congreso nacional de ejercer las funciones que le encomienda el art. 67 inc. 11º de la Constitución Nacional. Ante tal acto legislativo no sólo han quedado derogadas disposiciones legales sino que además deben ser revisadas las soluciones de origen pretoriano que admitían el ajuste por depreciación, en cuanto, precisamente, se fundaron en la falta de decisiones legislativas destinadas a enfrentar el fenómeno de la inflación (SCBA, causa B 61018, sent. del 22-12-2010).

Tal inteligencia por cuanto es indudable decisión de las autoridades políticas la contención de la inflación, y en base a tal postura corresponde que los jueces interpreten las disposiciones de la ley 23.928 de modo de dar pleno efecto a la intención del legislador conforme lo indica conocida regla de interpretación (SCBA, causa cit.).

Es que, siguiendo con tal doctrina judicial, si bien es cierto que la asociación entre derecho de propiedad y depreciación monetaria pudo elaborarse como defensa eficaz de los derechos patrimoniales en determinados períodos, no es menos exacto que su perduración sine die no sólo postergaría disposiciones constitucionales expresas, como las del art. 67 inc. 11º de la Constitución Nacional, sino que causaría un daño profundo en la esfera de los derechos patrimoniales todos, al alimentar esa grave patología que tanto los afecta: la inflación (SCBA, causa cit.). 

Por último, dentro del esquema económico vigente desde la sanción de la ley 25.561, el Máximo Tribunal de la Nación ha ratificado que la prohibición genérica de la "indexación" constituye una medida política económica cuyo acierto no compete a la Corte evaluar, afirmando a su vez la finalidad antiinflacionaria que la mencionada ley 25.561 y su anterior 23.928 se proponen alcanzar (SCBA, causa cit. y sus citas sobre la jurisprudencia de la Corte federal).

En mérito de las consideraciones expuestas hasta aquí, queda desvirtuada la invalidez de esas normas prohibitivas que sostiene el pronunciamiento atacado.

4. En el caso, la preceptiva en virtud de la cual se generó la devolución de haberes reclamada por los actores y acogida por la autoridad administrativa, es la norma estatutaria contemplada en el art. 98 de la ley 10.430 y su reglamentación, según el cual, en cuanto al caso interesa, los días de suspensión preventiva que superen a la sanción aplicada les serán abonados como si hubieren sido laborados (art. 98, ley cit.), reintegro de haberes que, como estipula el decreto reglamentario, deberá efectuarse con intereses hasta la fecha de efectivo pago (art. 98, decreto 4161/96).

Al solicitar los actores los salarios caídos por el lapso en que estuvieron sometidos a sumario administrativo, una vez extinguida la potestad disciplinaria por prescripción, quedó determinado que el período de suspensión en el caso del Sr. Bazán, perduró desde el 11-2-1992 hasta el 31-3-1994 (fecha del cese para acceder a la jubilación) y en el del Sr. Sarti desde el 11-2-1992 hasta el 31-12-1996 (momento del cese para acogerse a la jubilación).

La Dirección General de Cultura y Educación hizo lugar al pedido y reconoció los haberes caídos (resolución 5379/05, fs. 237/238 exp. adm. 5803-27134/90 agregado por cuerda), liquidándose las sumas de $111.927,78 al ex agente Sarti y de $51.899,48 al Sr. Bazán (fs. 249, 250, 252 y res. Nº 7319/05 de fs. 260/260 vta.) que fueron percibidas el 20-1-2006 (fs. 276 y 277, exp. adm. cit.).

Poco después formularon el reclamo de actualización, aduciendo que el cálculo de los haberes se había realizado a valores históricos (fs. 1/ 2 exp. adm. cit. alc. 53), petición que se entendió inatendible (conf. dictamen de Asesoría General de Gobierno de fs. 286), rechazándosela por Resolución Nº 3022 del 19-9-2006 de la Directora General de Cultura y Educación (fs. 290/290 vta.).

Planteada la nulidad por haberse omitido la vista fiscal (fs. 302/302 vta.), y con anuencia de los órganos de asesoramiento y del propio de control (fs. 310/310 vta. y sus remisiones, 311/312, 313/314 vta. y 315) la misma autoridad procedió a desestimar la impugnación dictando la Resolución Nº 2148 del 19-7-2007 (fs. 324/25).

En virtud de las mencionadas circunstancias, en especial, de lo establecido por las disposiciones aplicables a la relación de empleo, el criterio decisorio de la autoridad administrativa se ajusta a derecho, al haber efectuado la determinación del monto de conformidad a lo que se le hubiese abonado al agente suspendido de haber seguido laborando, con más los intereses.

5. Cabe pues concluir que en las condiciones que exhibe la contienda, la pretensión actora de actualización de los salarios devengados durante el tiempo de la suspensión preventiva no puede tener acogida, tal como lo arguye la parte demandada, en tanto la resolución administrativa denegatoria se acomoda al plexo jurídico aplicable al caso (art. 98 de la ley 10.430 y art. 98 de su decreto reglamentario), y los mecanismos de repotenciación se encuentran prohibidos por las leyes vigentes, habiéndose expedido los máximos tribunales de la Nación y de la Provincia, en sentido concordante a la validez de esas leyes, razones por las que su descalificación oficiosa en la motivación de la sentencia en contraposición a dicha jurisprudencia y sin el debido correlato en el fallo, no se advierte ajustada a las constancias de la causa y al derecho aplicable.

Al respecto, también procede alinear los fundamentos de la presente a los volcados en los precedentes de esta Cámara, vinculados con el reconocimiento de salarios caídos (ver causas Nº 6733 “Alza”, sent. del 2-12-2008 y Nº 6437 “Cordoves”, sent. del 1-12-2009), pues en éste como en aquéllos la decisión de primera instancia no acierta al proponer en forma directa o indirecta, un método que equivale a la indexación para el pago de las diferencias retroactivas, las que, en cuanto al sub-examine concierne, fueron acogidas correctamente a sus valores nominales, con más los intereses fijados.

En efecto, como se decidiera en las citadas causas, no se trata la de autos de una deuda de valor, para hacer viable su determinación en el modo pretendido. 

El crédito antecedente de la pretensión participa de los caracteres de las obligaciones de dar sumas de dinero (conf. arts. 616, 622 y concs., Código Civil), por lo que no es admisible el intento por restablecer un valor real en lo adeudado por encima de las sumas nominales (conf. voto del Dr. De Santis en la causa cit. al que adherí). 

Esas razones contribuyen, junto a las anteriores, a aceptar el planteo de la parte recurrente y a revocar la sentencia pronunciada, en atención al error de juzgamiento en ella configurado.

6. Por último, tampoco sirve el propósito de los actores, el modo en que, según invocan, se ha calculado el premio por antigüedad (v. fs. 182, exp. adm. cit.), en tanto esto último no configura un tópico sometido a juzgamiento en la causa, que aquí incumba dilucidar.

Sin perjuicio de ello, a todo evento, ese beneficio no conforma un parámetro al que deba ajustarse la liquidación de unas sumas que cuentan con previsiones expresas (art. 98, cit.), toda vez que obedecen a causas diferentes y, en particular, la referida a la bonificación por egreso ha sido motivo de preceptivas generales especiales (vgr. ley 14.196; Acuerdo Nº 3560 del 31 de agosto de 2001 de la Suprema Corte de Justicia), menciones estas últimas que se traen a mero título ilustrativo, sin que por ello pueda interpretarse que resulta procedente el reclamo de actualización que tramita en el sub-lite.

7. Por consiguiente, junto al acogimiento de los agravios expresados, corresponde resolver que la pretensión de los actores no ha de prosperar, en cuanto persiguen obtener las diferencias en concepto de actualización de un pago calculado con arreglo a la ley de empleo, toda vez que, al quedar desvirtuada la declaración de invalidez de las leyes respectivas que contiene la sentencia y conforme lo tienen sentado nuestros máximos tribunales, la modificación introducida por la ley 25.561 a la ley 23.928 mantuvo la redacción del artículo 7º de ésta, y por ello en ningún caso se admitirá actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, cualquiera fuere su causa (doc. SCBA causa B. 49.193 bis, “Fabiano”, res. 2-X-02; doc. CSJN, in re “Chiara Díaz, Carlos Alberto c/ Estado provincia s/ acción de ejecución”, sent. 7-III-2006).

8. En cuanto a las costas, el tratamiento de la impugnación recursiva se torna inoficioso, toda vez que al desestimarse ahora la acción entablada, la descalificación del principio de distribución de esos gastos en el orden causado, resuelta por el iudex, carece de virtualidad.

En consecuencia, corresponde aplicar el art. 51 inc. 1º del CCA imponiendo las costas del proceso, en ambas instancias, en el orden causado.

9. En mérito de las razones expuestas, corresponde hacer lugar al recurso de apelación deducido en cuanto a la cuestión principal, revocar la sentencia estimatoria de la pretensión de los actores y rechazar la acción entablada, con costas en el orden causado (arts. 51, 55, 56, 58 y concs., CCA). 

Así lo voto.

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

Comparto con la Dra. Milanta el criterio con el que expone las aristas de incongruencia que, del mismo modo, visualizo en el fallo recurrido, tanto en lo concerniente a la falta de debate sobre la cuestión constitucional que decide para la ley 25.561 como respecto de la ausencia de decisión expresa acerca de ella.

Asimismo presto mi acuerdo con la exégesis que desarrolla para la cuestión de fondo, en cuanto pondera la validez constitucional de las normas aplicables como también el perfil extraño a toda deuda de valor para los créditos que ventila el caso.

Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el Dr. Spacarotel adhiere a los fundamentos y solución propuesta por la Dra. Milanta, votando en idéntico sentido.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A

Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se hace lugar al recurso de apelación deducido por la parte demandada en cuanto a la cuestión principal, se revoca la sentencia estimatoria de la pretensión de los actores y se rechaza la acción entablada (arts. 55, 56, 58 y concs., CPCA). 

Costas de la instancia en el orden causado (art. 51, CCA).

Difiérese la regulación de honorarios para la oportunidad dispuesta por los artículos 31 y 51, decreto ley 8904/77.

Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen oficiándose por Secretaría.

Firmado: Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Gustavo Juan De Santis. Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº  416 (S).

